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TEXTUAL
Santo Domingo, República Dominicana
OBSERVACIONES DE LA DELEGACIÓN DEL ECUADOR presentadas ante la remja-vi A LOS PROYECTOS de legislación modelo, mejores prácticas y capacitación que se encuentran bajo la consideración de los subcomités del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición 

OBSERVACIONES DE LA DELEGACIÓN DEL ECUADOR presentadas ante la remja-vi A LOS PROYECTOS de legislación modelo, mejores prácticas y capacitación que se encuentran bajo la consideración de los subcomités del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición 

I. 
OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY DE MODELO DE ASISTENCIA JURÍDICA EN MATERIA PENAL

1. Sobre el alcance de la asistencia, convendría aumentar las siguientes:

· Presentar documentos judiciales;

· Notificación de resoluciones y sentencias;

En el primer ítem, relacionado con el testimonio y declaración, en concordancia con el Art. 18, numeral 18 de la Convención de Palermo, valdría aumentar la posibilidad de ejecutarla a través de videoconferencia.

2. Sobre las Disposiciones Generales:

En el punto 5, valdría aumentar grabaciones en video.

En el punto 6, deja al criterio subjetivo el término “ciertas condiciones”. No negamos el criterio de establecer aplazamientos, pero no convendría utilizar dicho término en el texto.

En el punto 8, se establece el término “ni molestada”, lo cual consideramos que es incorrecto y por lo tanto se debe eliminar. 

Al final de dicho párrafo se habla de la autoridad diplomática o consular argentina, lo cual, seguramente se debió a un error involuntario.

En el punto 9, al final se podría aumentar “o que se encuentre próximo a juicio”.

En el punto 11, se debería especificar cuales son esos gastos extraordinarios, tal como lo hace la Convención de Nassau en el Art. 29, es decir:

a.
Honorarios de peritos; y,

b.
Gastos  de  viaje  y  conexos  provenientes del transporte de personas del territorio de un Estado al del otro.

Esto evitara que se deje al criterio subjetivo de las autoridades respectivas de cada Estado, lo cual incurriría en contra de la marcha de las solicitudes de asistencia penal internacional.

En el punto 12, se debe determinar quien debe dar la autorización, puesto que en la práctica esto ha ocasionado serios inconvenientes, por lo cual sería factible establecer que la Autoridad Central es la única responsable en la autorización de la presencia de funcionarios del estado requirente.

En el punto 14, al referirse a “y a otros Tribunales Internacionales”, podría establecerse Tribunales ad-hoc como en la práctica existen. Por lo cual considero que se debe especificar que Tribunales serían, es decir, los creados por Organismos Internacionales legalmente reconocidos.

3. Sobre la Denegación de la Asistencia:

Dentro del literal D1.1 debería incluirse el genocidio y el crimen de agresión, a pesar de que este ultimo no esta definido por el Estatuto de la Corte Penal Internacional, seria recomendable poner estos dos a mas de los que constan, a fin de establecer claras competencias de la jurisdicción internacional.

4. Sobre los Requisitos Formales, considero que se deben anotar los siguientes:  

1. ÓRGANO REQUIRENTE

Nombre de la institución, Autoridad solicitante, Dirección, Teléfono, Fax, Correo electrónico, Funcionario Punto de Contacto, Dirección, Teléfono, Fax, Correo Electrónico.

2. AUTORIDAD CENTRAL

Institución, Autoridad Central, País, Dirección, Teléfonos, Fax, Correo Electrónico.

3. AUTORIDAD REQUERIDA

Denominación, Dirección, Teléfono, Fax, Correo Electrónico.



4. AUTORIDAD CENTRAL DEL PAÍS REQUERIDO

País, Identificación, Dirección, Teléfono, Fax, Correo Electrónico.

5. IDENTIFICACIÓN DEL CASO

No. Expediente, Año, Ofendido(s), Imputado(s), Delito, Juez que conoce la causa.

6. HECHO PUNIBLE

Breve resumen del hecho investigado – relación de los hechos del caso.

6.1 TIPIFICACIÓN EN EL ESTADO REQUIRENTE

Descripción clara del tipo penal y marco legal, con miras a su identificación en el Estado requerido. Determinar la normativa aplicable sustantiva y adjetiva.

7. NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL APLICABLE

Multilaterales, Bilaterales, Otros.

8. DESCRIPCIÓN DE LA ASISTENCIA SOLICITADA

Si se requiere declaración o testimonio, especificar en que calidad se la desea, es decir, como sospechoso, testigo o perito. Exponer clara y específicamente la asistencia que se requiere

8.1 NECESIDAD E IMPORTANCIA DE ESTA DILIGENCIA

9. INFORMACIÓN ADICIONAL Y ANEXOS

Lugar y Fecha, Nombres y Firma de la Autoridad Requirente. Sello.

5. Sobre los objetos particulares:

En el punto I, se debe tomar en cuenta si la antelación mínima de cuarenta y cinco días, es necesario cuando se refiera a videoconferencia.

Con respecto al punto II, consideramos que el termino “asistencia letrada” no especifica un termino jurídico, por ende sería recomendable cambiarlo por un “abogado”?

En el punto IV, después de “copias”, debería añadirse “certificadas”.

Por último en el punto VI, podría añadirse un párrafo: “Sin embargo, se prestará de igual forma en caso de no tener toda la información”.

II.
OBSERVACIONES AL PROYECTO DE ÓRDENES DE CAPTURA DECRETADOS POR ESTADOS MIEMBROS DE LA OEA

Para empezar consideramos que el presente proyecto es una base muy buena para lograr una verdadera cooperación judicial, por lo cual felicito a la delegación de Trinidad y Tobago por su esfuerzo emprendido en el mismo.

Sobre este tema, me he permitido hacer algunas observaciones que seguramente pueden aplicarse en el presente proyecto:

1. Para iniciar, el proyecto en su título se refiere a “ordenes de captura”, lo cual jurídicamente contrasta con su significado, puesto que la aprehensión en términos adjetivos penales se distingue de la detención, puesto que la primera se refiere exclusivamente a la posibilidad de privar de la libertad a una persona que ha sido sorprendida cometiendo un delito de acción pública, es decir en delitos flagrantes.

Por lo tanto, primero debemos establecer el nombre jurídico de tal figura, y consideramos que el nombre debe de ser ORDEN DE DETENCIÓN INTERAMERICANA. Por ende debemos establecer su definición y podría ser “una resolución judicial dictada por un estado parte con miras a la detención y entrega por otro estado parte, de una persona identificada y buscada para el ejercicio de acciones penales o para la ejecución de una pena o una medida cautelar de carácter personal privativa de libertad.”

Con esta definición estaríamos introduciendo tanto la detención y prisión en un solo casillero, a pesar de que son distintas, pero sería más prudente unir la semántica de la detención y orden de prisión que complementarlas en el término de “aprehensión”. La detención tiene el carácter de provisional o temporal con la finalidad de privar de la libertad a una persona contra la cual existen presunciones de responsabilidad de haber cometido o de haber participado en la comisión de un delito.

2. Sobre el contenido del proyecto, podemos observar que en su Art. 2, literal a), se refiere a una “petición de un Juez”. Si bien es una petición, considero que es más una resolución judicial dictada dentro de un Estado miembro, por lo cual podría añadirse dicho término jurídico.

3. A continuación, se refiere a “en nombre de un país solicitante”. Se debería especificar mas, ya que se encuentra de manera muy general, es decir, habría que anotar que la Autoridad Judicial Emisora es la encargada de emitir dicha resolución, y la Autoridad Judicial de Ejecución, la encargada de cumplirla. Es por esto que antes se debería establecer las autoridades judiciales competentes, con sus respectivas funciones, siendo así sería:

a) Autoridad Judicial Emisor.- Autoridad competente para dictar una orden de detención interamericana en virtud del Derecho interno de dicho estado miembro.

b) Autoridad judicial de Ejecución.- Autoridad competente para ejecutar la orden de detención interamericana en virtud del derecho interno de dicho estado miembro.

4. No debería limitarse a los casos de ordenes de “captura provisional de una persona”, sino de forma mas amplia a los siguientes casos:

a) Detención Provisional,

b) Ejecución de una pena, o

c) Ejecución de una medida de seguridad privativa de libertad.

5. Sobre el término “declaración jurada”, creemos que es incompatible con el fin mismo de la orden de detención interamericana, puesto que al llenar un formulario preestablecido, no requerirá de mas formalidades establecidas en las normas vigentes, salvo que esta si la requiera a futuro.

6. En el Art. 2 numeral a) literal primero, establece como requisito, siempre que la “orden no esta disponible” en el estado en el que se encuentra la autoridad judicial ejecutora. Consideramos que es innecesario este párrafo puesto que la orden tendrá que estar disponible al momento de la entrega de la misma, caso contrario no habrá como ejecutarla.

7. Sobre los requisitos establecidos por el Art. 3 literal b) numeral dos, consideramos que son muy escasos para tan grave misión, por lo cual consideramos que como mínimo debería constar las siguientes:

a) la identidad y la nacionalidad de la persona buscada;

b) el nombre, la dirección, el numero de teléfono y de fax y a dirección de correo electrónico de la autoridad judicial emisora;

c) la indicación de la existencia de una sentencia firme, de una orden de detención o de cualquier otra resolución judicial ejecutiva que tenga la misma fuerza prevista en el ámbito de aplicación que establezca el proyecto;

d) la naturaleza y la tipificación jurídica del delito;

e) una descripción de las circunstancias en que se cometió el delito, incluidos el momento, el lugar y el grado de participación en el mismo de la persona buscada;

f) la pena dictada, si hay una sentencia firme, o bien, la escala de penas prevista para el delito por la ley del Estado miembro emisor;

g) si es posible, otras consecuencias del delito.

Esta orden de detención interamericana debe traducirse a la lengua oficial del Estado miembro de ejecución.

8. Creemos que los 28 días de encarcelamiento a los que hace referencia el Art. 5, numeral 4, es muy general y no refleja la realidad procesal y constitucional de cada país, y en especial tomando en cuneta las cartas internacionales que hacen referencia al tema. Es por esto que estos días deben ser determinado de acuerdo al procedimiento mismo.

9. Se hace referencia escuetamente al recurso de habeas corpus, el cual consideramos que no debe tratar este proyecto puesto que su naturaleza esta regulada por los instrumentos internacionales y por cada Estado.

Sobre el Art. 10 numeral 1 literal a), se habla de “asunto político o insignificante” lo cual deja subjetividad al término, es por esto que se debe considerar a todo delito que tenga una pena mayor de un año. 

10. Igualmente encontramos harto subjetivo el termino utilizado en el Art. 10, numeral 1, literal c) al mencionar como “un período demasiado excesivo” y no establecer nada sobre la prescripción del delito en cada estado, al igual que los términos de “injusto”. Sabemos que en materia penal la interpretación en general en todos los sistemas es restrictiva.

11. Como conclusión se verifica que no existe una determinación de definiciones básicas de cada naturaleza, ni tampoco ámbitos de aplicación, tampoco se establece motivos para la no ejecución obligatoria de la orden de detención, como en motivos de amnistía o cuando ya ha sido juzgada previamente.  (non bis in ídem)

12. También consideramos que se debe estipular motivos de no ejecución facultativa, como por ejemplo la doble incriminación, o cuando el proceso este en conocimiento del estado ejecutor; o cuando haya prescrito según el estado miembro de la ejecución; y el procedimiento cuando se trate de nacionales o extranjeros.

13. Deberían estipularse mayores garantías para la orden; determinar las autoridades judiciales competentes; el papel que pueda existir de las autoridades centrales; especificar la trasmisión de la orden de detención y su procedimiento; derechos de la persona buscada, plazos encaminados al procedimiento; establecimiento de concurrencia de obligaciones internacionales, como por ejemplo cuando haya una solicitud de extradición sobre la misma persona, etc.

14. Tampoco se refiere a los efectos de la entrega como la deducción del periodo de detención; acciones por otras posibles actuaciones por otras infracciones; entrega de objetos sobre materia del delito, y los gastos; y por ultimo las relaciones con los otros instrumentos jurídicos.

Por ende, en base a todos estos argumentos nos atreveríamos a mencionar lo siguiente:

· La región interamericana debe ser un espacio de libertad, seguridad y justicia.

· La tendencia actual establece que es conveniente suprimir entre los Estados, en este caso los miembros de la OEA, el procedimiento formal de extradición para las personas que eluden la justicia.

· Los procesos de extradición son muy complejos y riesgosos de retrasos inherentes a sus naturalezas, y nosotros más que nadie conocemos de aquello.

· Se debe sustituir las relaciones clásicas de cooperación judicial internacional, por un sistema dinámico de libre circulación de decisiones judiciales en materia penal, tanto previa a la sentencia como definitiva.

· Para cada estado que actúa unilateralmente es muy difícil superar de manera suficiente el objetivo de sustituir el sistema de extradición multilateral, por lo cual la tarea corresponde a AMERICAJUS, el establecer los parámetros de coordinación y ejecución.

· Las órdenes judiciales de ejecución sobre la detención de una persona deben estar sujetas a controles suficientes.

· El papel de las Autoridades Centrales en la ejecución de una orden de detención en el marco de la OEA debe limitarse a un apoyo práctico y dinámico.

· Debe existir un elevado grado de confianza entre los Estados.

· Esta orden de detención, solo se puede suspender cuando exista un caso de violación grave y persistente por parte de uno de los Estados miembros a los principios contemplados por la normativa de primera generación.

Es por esto que finalizare con un argumento que tal vez contraiga muchos debates pero ya se dio en otras regiones y es que la orden de detención interamericana debe sustituir a todos los instrumentos anteriores relativos a la extradición. Esta figura fue considerada como algunos autores ya lo ha hecho la “piedra angular” de la cooperación penal internacional.

Por ende, consideramos que primero se debe crear y fortalecer a AMERICAJUS, par luego poder establecer este gran mecanismo de cooperación, el cual si lo desarrollamos antes, podría correr el grave riego de quedar fuera del ámbito que comprendería AMERIAJUS y sobre todo no existirá un órgano de control sobre el mismo, y podría quedar relegado como muchos instrumentos interamericanos que ya han quedado en la práctica.

Así, dentro de AMERICAJUS se debe crear un Comité encargado de la elaboración de proyectos como el presente, encargado de elaborar y desarrollar el tema de la orden de detención interamericana.

III.
OBSERVACIONES AL PROYECTO DE AMERICAJUS

Sin lugar a duda, a nuestro entender, el mejor proyecto de consolidación de la cooperación penal internacional.

Sobre su funcionamiento:

1. Habría primeramente que especificar la calidad de Personalidad Jurídica que tendría AMERICAJUS, puesto que siendo una entidad de la OEA, tiene que tener tal calidad. No me parece que deba estar subordinada al Departamento de Asuntos y Servicios Legales de la OEA, puesto que se trata de una organización que abarca, en general, temas de mayor envergadura, como es la asistencia penal, por ende, debe de ser independiente, pero obviamente, tienen que trabajar coordinadamente (especialmente por lo de la pagina web).

2. Se debe especificar si AMERICAJUS  también abarca materia civil, (como se menciona en el 5to. párrafo del punto III). Personalmente considero que AMERICAJUS debe iniciar en materia penal, como se lo decidió en la “Pacific Islands Law Officers Meeting” (PILOM), en ASIA, en la EUROJUST en Europa, puesto que es la que demanda mayor agilidad por el principio de celeridad de los procesos penales.

3. No se menciona sobre la competencia jurídica específica de AMERICAJUS, se debería entender a este organismo sin perjuicio de las competencias emanadas por la OEA y de la Convención de Nassau, especialmente.

4. Dado que la adopción de AMERICAJUS requiere la aprobación de nuevas medidas legislativas importantes en los Estados miembros, conviene establecer algunas disposiciones transitorias.

5. Tomando en cuenta que AMERICAJUS va a trabajar con datos sobre personas naturales y jurídicas, se debe tomarse en cuenta un nivel alto de protección de los datos que corresponda, siendo acorde con la legislación de cada país.

6. A fin de cumplir con esta seguridad de datos, se debe  determinar los principios de los mismos, como confidencialidad y responsabilidad de archivo de los mismos.

7. Debería tomarse en cuenta el papel fundamental de INTERPOL a fin de mantener un trabajo coordinado, sobre todo con el programa de intercambio de información instantánea muy nuevo desarrollado por esta oficina, el I-24/7, el cual podría ser de mucha ayuda para AMERICAJUS.

8. La cooperación entre AMERICAJUS y las organizaciones como la CICAD, CICTE, etc., es correcto, pero sin embargo, AMERICJUS debe de unificar a todas en una oficina especial dependiente de AMERICAJUS, a fin de coordinar en conjunto todas las actividades que realiza cada una (es tarea difícil pero es lo correcto). Sobre la cooperación con organizaciones terceras como EURJUST, UN, no solo debe quedarse en el intercambio de información sino mas bien, celebrarse acuerdos en ese sentido.

9. Se debe promulgar un Reglamento de la AMERICAJUS a fin de determinar todo lo expuesto en el proyecto de este, especialmente en cuanto a su funcionamiento administrativo.

10. Considero pertinente, que el Presidente de AMERICAJUS, debe rendir al Consejo General de la OEA todos los años y por escrito cuentas de las actividades y de la gestión de AMERICJUS, incluyendo temas presupuestarios.

11. Es importantísima la capacitación a nivel nacional de la cooperación penal internacional. Como bien lo menciona el tercer párrafo del punto IV, es necesario dar estas directrices sobre capacitación. En Ecuador hemos capacitado a Fiscales y Jueces a nivel Nacional sobre este tema. Hasta el momento hemos capacitado a más de 100 funcionarios esperando terminar el año con los 150 (entre Fiscales y Jueces). Este proyecto de capacitación se pudo dar gracias a la ayuda económica de la CLD (Corporación Latinoamericana para el Desarrollo) en un convenio con la Fiscalía General. Para mi este es el punto más importante, ya que de nada servirá crear instituciones (AMERICAJUS) y convenciones si quienes las tiene que USAR no saben como hacerlo, es decir jueces, fiscales, etc. Pero para esto debemos dar las directrices, es por esto que me comprometo desde ya a ayudarte en este tema.

Sobre los integrantes:

12. En vista de que cada país de la OEA debe trabajar en conjunto con la AMERICAJUS, a fin de facilitar las actividades, conviene que los Estados miembros puedan establecer o designar uno o más corresponsales nacionales.

13. Sobre los miembros que hacen referencia como “3 abogados” considero que deben ser fiscales, jueces o con competencias equivalentes, a fin de que conozcan sobre la materia y no se trate de burocratizar mas una institución NETAMENTE PENAL.

14. Sería importante, hacer que exista la figura de “agentes temporales”, quienes a petición de la Secretaría General, y con el acuerdo de la Directiva, las instituciones que comprenden asistencia penal como la CICAD, CICTE, etc. podrían destacar a funcionarios para que sean destinados a AMERICAJUS como agentes temporales, quienes podrían ayudar sobre todo en la materia de trabajos coordinados y conjuntos.

Por último, consideramos que esta propuesta sea presentada al consejo General de la OEA, a fin de que se apruebe de Forma General y tenga una jerarquía máxima sobre todas las organizaciones creadas sobre persecución de delitos.

IV. 
OBSERVACIONES AL PROYECTO DE MEJORES PRÁCTICAS

Para una mayor utilidad práctica de este proyecto, consideramos adicionar las siguientes:

a) Acusar recibo de todas las solicitudes de asistencia judicial internacional;

b) Proporcionar a la autoridad requirente, al acusar recibo de las solicitudes, el nombre y función de la autoridad y, de ser posible, de la persona encargada de la ejecución de la solicitud, en particular sus números de teléfono y fax y su correo electrónico;

c) Incluir en los citados acuses de recibo, y siempre que ello no contravenga la legislación del Estado requirente, los datos del juez o fiscal nacional que actúe como "punto de contacto".

d) Remitir a las autoridades requirentes, cuando no pueda prestarse en su totalidad o en parte la asistencia solicitada, un informe escrito u oral en que se explique la dificultad que lo impida y, cuando sea posible, se brinde la posibilidad de estudiar conjuntamente con la autoridad requirente el modo de solventar la dificultad;

e) Remitir prontamente a la autoridad requirente, cuando se prevea la imposibilidad de prestar, o de prestar plenamente, la asistencia en un plazo determinado por dicha autoridad, y que ello redundará en perjuicio de los procedimientos incoados en el Estado requirente, un informe escrito u oral y cuantos informes posteriores requiera la misma autoridad en los que se explique cuándo es posible prestar la asistencia solicitada;

f) Presentar las solicitudes tan pronto como se compruebe la naturaleza exacta de la asistencia requerida y de explicar, cuando se haya establecido un plazo o se hayan calificado las solicitudes de "urgentes", las razones del plazo o de la urgencia; la declaración incluirá un compromiso de no calificar de "urgentes" solicitudes que sean de importancia secundaria;

g) Comprobar que las solicitudes presentadas se ajustan a los tratados o acuerdos internacionales pertinentes;

h) Proporcionar a las autoridades requeridas, al presentar solicitudes de asistencia, el nombre y las señas de la autoridad y, a ser posible, de la persona encargada de emitir la solicitud, en particular su número de teléfono, fax y correo electrónico.

i) Proporcionar al juez, fiscal o autoridad punto de contacto, siempre que ello no contravenga la legislación del Estado requerido, la información necesaria para que aquél pueda cumplir su función de intermediación activa.

V.
PROYECTO DE DISEÑO FUNCIONAL DE CAPACITACIÓN SOBRE ASISTENCIA JUDICIAL MUTUA PARA LOS PAÍSES MIEMBROS DE LA OEA

A. CONTEXTO

1. Con la ratificación de la mayoría de países americanos de las Convenciones más importantes en materia de asistencia judicial
, se inició un nuevo cambio de visión para la legislación nacional de cada uno de estos países en la materia, inclusive en algunos se introdujo de manera parcial, ciertas disposiciones que regulaban el procedimiento a tratar; así también se crearon Leyes especiales
.

2. Vale señalar también que el cambio del sistema inquisitivo-escrito al acusatorio-oral en la mayoría de estos países, o que se encuentran implementándola, ha implicado un profundo reto para el recurso humano de todo el sistema penal, debido a que los esquemas centrales que guiaban y definían el quehacer profesional e institucional de los actores del proceso penal, sufrieron un cambio radical.

3. La comunidad jurídica (función judicial, fiscalías, defensores públicos y abogados en libre ejercicio profesional), e inclusive la policía local -como ente público- , se encuentran ante una nueva realidad jurídica poco utilizada, como lo es la asistencia penal internacional, afrontando en algunos países una reforma a nivel de la nueva normativa expedida, pero que en gran medida no se plantea una transformación profunda que implica revisar los roles tradicionales de los actores y las prácticas con las que enfrenta su ejercicio diario, en un nuevo sistema. En el caso de Ecuador en una etapa inicial fue importante la capacitación normativa, pero pronto se evidenció que era insuficiente
.

4. La ausencia de una imagen clara de los requerimientos del nuevo rol, propició la adopción de esquemas tradicionales, en que el fiscal toma predominantemente el modelo funcional del juez de instrucción, forjado en el sistema inquisitivo-escrito, y que por ende, sigue confiando en el esquema de los exhortos y de las cartas rogatorias, dejando de lado la simple y ágil solicitud de asistencia penal internacional.
 

5. A la fecha, en varias instituciones americanas se encuentra organizado una oficina de capacitación permanente, pero generalmente cuenta con limitaciones de recursos adecuados y suficientes para cumplir sus funciones. A pesar de que en el último año se han visto avances importantes, todavía se nota una tendencia ha organizar y contratar cursos de diversos temas puntuales y en diversas localidades, de manera poco o nada articulada, al no contar con una malla curricular o programa que guíe su funcionamiento en la materia. Todavía no se puede considerar que la capacitación, ha alcanzado un nivel de desarrollo que permita convertirse en un pilar para la gestión de las instituciones, en materia de asistencia judicial.

En breves rasgos, el proceso de capacitación hasta la actualidad responde a los siguientes parámetros:

· La falta de una actualización del conocimiento del sistema de cooperación judicial internacional y de la necesidad de dotar de nuevas destrezas a los fiscales, jueces y demás autoridades responsables, ha generado una dispersión de esfuerzos en la materia.

· Los esquemas establecidos, especialmente de la función judicial, impiden romperlos y permiten el determinar vitalísimamente las cartas rogatorias y exhortos, tomados en cuenta desde una visión no acorde con los actuales momentos.

6. No hay que dejar de lado que analizando concretamente el tema de la investigación del crimen organizado transnacional, todavía existe cierto desconocimiento sobre todo en segundas líneas de las autoridades, en cuanto a la asistencia judicial, puesto que para los demás temas ya existe un grupo especial creado en el seno de la OEA para proponer soluciones. Con la llegada de Groove y el mantenimiento de comunicación ágil entre algunos países americanos, no es difícil establecer el procedimiento para los cabezas de grupo capacitados, pero el problema radica al tener que afrontar con explicaciones rápidas y resumidas el desconocimiento de las autoridades nacionales quienes tienen la jurisdicción y competencia para hacerlo, cuando el caso se presenta con urgencia; así es necesario estructurar un proceso sostenido y generalizado que permita que la capacitación en esta materia, sea una fortaleza institucional, realizando un seguimiento del impacto real en las labores diarias y organizando estrategias más elaboradas que garanticen un aprendizaje institucional -ej. bolsas de experiencias exitosas-.

7. Los elevados costos de capacitación técnica tradicional en materia de asistencia penal internacional –que puede implicar la traída de formadores del extranjero-, podrían generar un circulo vicioso: 

· Los recursos de las instituciones no avanzan para contratar un programa serio de capacitación generalizado o capaz de estructurar un equipo propio de formadores, 

· La dependencia de apoyo externo hace que los cursos sean puntuales y a un personal muy focalizado, 

· Los logros conseguidos son escasos y, con ellos, el estímulo para emprender en un nuevo proceso de capacitación es cada vez menor.

B. APLICACIÓN

8. Este proyecto comprende formular los planes de capacitación y formación requeridos para optimizar el desempeño de las autoridades encargadas de ejecutar y solicitar asistencia judicial mutua.

B.1 JUSTIFICACIÓN

9. Hay que tener presente que un diseño funcional depende de manera directa del recurso humano con le cual se implemente, si los actores no tienen las competencias adecuadas parea realizar un verdadero cambio en el esquema funcional, lo único que se conseguirá es que las practicas tradicionales se reproduzcan bajo un nuevo maquillaje.

10. En este sentido, un nuevo diseño funcional demanda un rediseño total del plan de capacitación que debe reflejarse necesariamente en una malla curricular pensada en las funciones de su propia naturaleza que los funcionarios misionales deben desempeñar.

B.2 OBJETIVOS

11. Conocer la situación actual sobre cooperación penal internacional en las instituciones involucradas y la brecha contra las competencias requeridas por los nuevos procesos normativos internacionales, y desarrollar los mecanismos de medición basados en indicadores de calidad de servicio.

12. Desarrollar el programa de capacitación a aplicar, tomando en cuenta el nivel regional para reducir sustantivamente la brecha identificada, el cual incorpore un conjunto de módulos de capacitación de eventos piloto dirigidos a un equipo de futuros capacitadores.

13. Iniciar la implantación del nuevo programa de capacitación, tomando en cuenta a los países pilotos que deseen participar, localizando el trabajo en especial, con las unidades u oficinas especializadas en crímenes transnacionales.

14. Asegurar la sostenibilidad y mejoramiento continuo del programa de capacitación, adecuado a cada Estado, mediante mediciones continuas de estas, por parte de las Autoridades Centrales.

15. Promover y elaborar un instructivo para las autoridades competentes en la asistencia judicial mutua, el cual incluya los temas incorporados por las Reuniones del Grupo de Trabajo de expertos sobre Asistencia Judicial Mutua, como las Mejores Prácticas, Formato de Asistencia Judicial Mutua, Extradición, etc.

B.3 ALCANCE

16. A pesar que no se puede establecer un diseño funcional de capacitación especifico para una región, debido a sus particularidades normativas, las directrices que deben guiar el nuevo programa de capacitación para el desarrollo de estas competencias, deberían ser:

En materia de conocimientos

17. Se debe enfocar en los temas fundamentales para que los operadores consigan tener una visión completa de la asistencia judicial mutua en materia penal, y las prácticas concretas que ésta demanda. Entre los principales se tiene:

· Los principios rectores de la asistencia judicial mutua y las herramientas del sistema para garantizar su eficacia.

· El rol de las instituciones participantes dentro de la asistencia penal internacional.

· Los conocimientos básicos sobre investigación y operaciones conjuntas
, e introducción de las pruebas al proceso interno.

· Estudio de casos con énfasis en las actuaciones realizadas por las autoridades respectivas en cada Estado.

En materia de destrezas

18. Se debe enfocar en destrezas muy concretas para afrontar las tareas propias de su ejercicio:

· Entre  las principales se tiene: investigación y operaciones conjuntas, uso de vías alternativas a los sistemas de comunicación tradicional. 

· A medida que se vaya implantando el modelo de especialización por cada Estado, se deberá profundizar la capacitación en las tareas que cumpla no solo las autoridades que mantienen jurisdicción penal, sino también, el personal administrativo en una segunda etapa.

En materia de actitudes

19. La experiencia pedagógica muestra que la capacitación tiene un efecto limitado en moldear un cambio de actitudes:

· Se debe  diseñar un modelo de intervención transversal, en el cual se verifiquen los beneficios que se obtienen mediante intercambio de experiencias entre las distintas autoridades locales.

La Metodología de Capacitación

20. Considerará una combinación de métodos según las competencias que se busca desarrollar:

· Para la adquisición de conocimientos, y la base conceptual del desarrollo de destrezas y actitudes: Método de lecturas controladas, cuyas ventajas son su bajo costo, alta efectividad, y flexibilidad para adaptarse a la disponibilidad de tiempo y ritmo de los participantes.  

· Para el desarrollo de destrezas: Método de talleres, cuyas ventajas son el utilizar el método presencial, mediante la asignación de los instructores especializados y con experiencia, que permite una atención personalizada.

De esta forma se podrá optimizar el uso de los instructores especializados, así como el tiempo de los participantes. Las autoridades competentes, por sus diversas actividades de campo, difícilmente  pueden destinar períodos completos a su formación.

Para el uso del método de lecturas controladas, se podrá aprovechar la plataforma tecnológica de las instituciones, para colocar los paquetes de capacitación en su Portal electrónico o en CDs, y realizar capacitaciones en forma descentralizada combinando estas facilidades con medios más tradicionales como materiales impresos o fotocopiados (INSTRUCTIVO). 

B.4 ACTIVIDADES

21. Las  actividades consideradas en este componente son:

· Diagnóstico de las autoridades competentes sobre asistencia judicial mutua.

· Desarrollo del Instructivo sobre Asistencia Penal Internacional, para autoridades con jurisdicción y competencia penal.

· Desarrollo de Programa de Capacitación (para autoridades en general)

B.5 IMPLEMENTACIÓN

22. De acuerdo con las Recomendaciones de REMJA V, en su punto IX, con respecto al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), establece que:

“7. Solicitar al Centro  que siga apoyando los esfuerzos que se realizan para  fortalecer los sistemas de Justicia internos con miras al mejoramiento de los marcos nacionales  en el ámbito de la cooperación y asistencia judicial mutua en el Hemisferio.”

Por lo tanto, se deberá trabajar en conjunto con dicha organización para presentarla a su aprobación final.

B.6 ESTADÍSTICAS LOCALES

Para ampliar la visión sobre el beneficio de un diseño funcional de capacitación, exponemos las tablas estadísticas que se han logrado obtener en el Ministerio Público del Ecuador, luego de los 7 talleres de capacitación establecidas durante Junio y Julio del 2005.

Obviamente se refieren únicamente sobre solicitudes de asistencia penal ACTIVAS. Cabe señalar que desde los meses Junio y Julio se incrementaron las solicitudes en un 73%.






















� FILENAME  \* MERGEFORMAT �MJ00382T01�








�.	Convención Interamericana sobre asistencia mutua en materia penal, Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes, Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia organizada transnacional, Convención Interamericana de Recepción de Pruebas en el Extranjero, y la Convención Interamericana sobre Cartas Rogatorios y Exhortos.


�.	Ley de Asistencia Judicial, en Argentina.


�.	De los 41 eventos de capacitación que organizó el Ministerio Público del Ecuador en 2001, 23 fueron específicamente referidos al nuevo Código de Procedimiento Penal, y hasta el 2005 se ha realizado 7 sobre asistencia penal internacional.    


�.	Cabe señalar que las Convenciones modernas –en términos de tiempo y estructura- desde la de Viena de 1988, la de Nassau y la última de Palermo, establece criterios importantes sobre las solicitudes de asistencia penal, dejando libre la interpretación que desee darle cada país.


�.	En el Ecuador, durante los años 2001- 2005, se realizaron 258 eventos de los cuales únicamente uno buscaba cubrir las necesidades centrales del cambio de sistema de cooperación penal internacional.


�.	Establecidas por la Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes (1988), y por la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.





